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concedida a las panes para delimitar el ámbito de aplicación del
Convenio, desde el momento en Que aquella anulación se ha
basado en las limitacion.. que el principio de i~dad Y no
discriminación -reconocido en el arto 14 de la ConstItución y en el
arto 17.1 del Estatuto de los Trabajadores- impone a la negociación
colectiva.

El principio de igualdad no obliga, desde luego, a perfilar la
unidad de negociación con todos los trabajadores de una Empresa
o de un ámbito geográfico y funcional detenninado Y. por lo
mismo, no impide que determinados grupos de trabajadores que
cuenten con suficiente fuerza negociadora pacten por separado sus
condiciones de empleo, si es que consideran que, por sus singulares
características o ~r otras circunstancias relevantes para la presta­
ción de sus servlcios, esa es la mejor vía para la defensa de sus
intereses. Pero a esa exclusión, que generalmente tiene su origen en
una preferencia de los afectados, no puede asimilarse la de aquellos
otros grupos de trabajadores que. por la precariedad de su empleo
o por la modalidad de su contrato de tmbajo, carecen de poder
negociador por sí solos y, al mismos tiempo, se ven apartados
contra su voluntad del ámbito de aplicación del convenio corres­
pondiente. En este último supuesto, la exclusión puede no ser el
fruto de una mera ordenación de la negociación colectiva en virtud
de la facultad concedida a las partes por el ordenamiento, sino más
bien una via para imponer injustificadamente condiciones de
trabajo peyoratIvas a los trabl\iadores afectados. Así lo entendio,
una vez analizadas las circunstancias del caso, la Sentencia del Ter
que ahora se impugna, según la cual no ..!aria permitida por la ley
la ruptura ael «ámbito normal de negociación colectiva a nivel de
Empresa, con introducción de una desigualdad discriminatoria en
perjuicio de quienes normalmente constituirán una minoría con
mucha menor incidencia en los trámites de elección de la represen­
tación de los trabajadores».

6. Como ya ha quedado indicado, dentro de su apelación al
principio de igualdad la solicitante de amparo alega finalmente que
la desigualdad objetiva existente entre trabajadores fijos y eventua­
les justifica por sí sola un tratamiento desiJual de ambos colectivos,
con cobertum en el arto 14 de la ConstituCIón. Al no eotenderlo así,
el Tribunal Central de Trabl\io habria causado a la Empresa
demandante un perjuicio patrimonial injustificado.

No puede negarse, ciertamente, que entre los trabajadores fijos
y los de carácter eventual haya diferencias apreciables. Tampoco lo
niega la Sentencia del Ter que ahora se impugna, en la que,
siguiendo una línea tradicional en la jurisprudencia, se viene a
afinnar expresamente que pueden encontrar justificación las «dife.
rencias retributivas. asistenciales o de otra indole, entre los
trabajadores fijos y pennanenteo y los de vinculación temporal con
la Empresa». La resolución judIcial impugnada no rechaza, por
tanto, toda diferencia de trato entre los trabajadores fijos y el r..to
del pel1ional de la Empresa, sino sólo que se ..tablezcan diferencias
en aquellos aspectos de la relación de trabajo en los que exista una
igualdad «radical e inicial» entre unos y otros trabajadores.
descanándose en concreto Que puedan fijarse diferencias salariales.
en perjuicio de los trabBjadores temporales, cuando se demuestre
que todos realizan un traba~o igual o similar.

Es pues, la clase de trabajo que realizan unos y otros trabajado­
res el criterio utilizado por el TCT para apreciar el carácter
discriminatorio o no de la excusión de los trabajadores eventuales
del convenio colectivo y, consiguientemente. de la minoración de
su salario, no pudiendo calificarse este criterio de arbitrario o
infundado. La clase de tmbllio prestado .., en efecto, el criterio que
con toda probabilidad ofrece mayores dosis de objetividad a la hora
de COntrastar la situación salarial de unos trabajadoTe! y otros,
puesto Que se trata de comparar relaciones jurídicas que tienen por
objeto precisamente la prestación de serviCIOS por cuenta ajena. Así

Sala Se$Unda. Recurso de amparo número 306/86.
SentencIa número 137/1987. de 22 de julio.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compu..ta por
doña Gloria Begué Cantón, Presidenta; don Angel Latorre Segura,
don Fernando Garcia·Mon y González Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas, don J..ús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 306/86, interpueoto por la
Procuradora de los Tribunal.. doña Esther Rodríguez Pérez, en
nombre de doña Josefa de Diego Garcia, asistida del Letrado don

lo reconoce implicitamente la propia entidad demandante cuando
alude a la posibilidad de dístin&uir en el aspecto retributivo entre
los trabajadores en prácticas o formación y el resto de la plantilla,
ya que la distinción operaría en este caso sobre dos modalidadea
contraetua1es cuya causa no es solamente la realización de UD
trabajo, sino también la puesta en ptácti¡:a de unos conocimientos
o el aprendizaje de una profesión u oficio; modalidades contractua­
les que, por ... razón, oftecen apreciabl.. diferencias en la
prestación de los servicios respecto de la relación laboral común.

En definitiva, lo que lO ba cueotionado en el procedimiento de
conflicto coleetivo que ha dado orí¡en a ..te recurso de amparo ..
la adecuación al principio de igualdad del tratamiento salarial
diferenciado recibido por loa trabajadores eventuales como conse-­
cuencia de su exclusión del Convenio Colectivo de la Empresa, y
no tanto la licitud de un hipotético tratamiento diferenCIado en
detenninados aspectos de la relación laboral en los que aquél puede
ser razonable. El TCT ha entendido a ..te propósito que la
diferencia salaríaI no ..tá justificada por ser igual el trabajo de
todos; frente a esa calificación, la demandante no ba logrado
demostrar que el trabajo desempeñado por unos y otros sea
diferente, sin que su afirmación de que los trabajadores eventual..
perciben un salario superior al establecido en el convenio colectivo
del sector sirva para borrar la diferencia salarial que ha quedado
acreditada.

No hay duda de que la decisión del TCT puede suponer para la
demandante, como &Si se alep, un perjuiClO económico. puesto
que, de un forma indirecta, aquella ......luci6n judicial mejora las
condiciones de trabajo de los trabl\iadores eventual... Pero, recor·
dando ahora lo ya dicho en n_tra Sentencia 52/1987, de 7 de
mayo, no puede afirmarse «que la expulsión de una norma
contraria al ordenamiento sea en sí misma discriminatoria por el
hecho de que se produzcan beneficios a una parte y petjuicios a
otra; ni por la misma razón puede considerarse constitucional­
mente ilicita una interpretación judicial del principio de igua1dad
de la que se deriven consecuenetas negativas o peljudiciaf.. para
una de las parteo interesadas. El art. 14 de la Constitución reconoce
el derecho a no sufrir díscríminaciones, pero no el hipotético
derecho a imponer o exigir diferencias de trato. De ello se sigue sin
dificultad, en lo que aquies relevante, que, frente al derecho de los
trabajadores a no ser discrimados en sus condiciones de trabajo
(reconocido por el Tribunal Central de Trabajo), no puede opo­
nerse -sobre la base del citado precepto constitucional- el alegado
derecho fundamenta! de la Empresa a mantener distintos órden..
nonnativos para sus trabl\iadores; lo cual no significa, conviene
recordarlo, que toda diferencia de trato ..té prohibida !!Or el
ordenamiento. como ha sostenido reiteradamente este Tnbunal
(STC 34/l9g4, de 9 de marzo, entre otras muchas»>.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.,E CONFIERE LA CONSTITU·
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Pubtiqu... esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a yeintidós de julio de mil novecientos
ochenta y siete.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre
Segura.-Fernando García·Mon XGonzález.Regueral.-Carlos de la
Vega Benayas.-Jesú, Leguina VIlla.-Luis López Guerra.-Finnados
y rubricados.

José Ignacio Tejerino González, contra Sentencia de la Magistra.
tura de Trabllio núm. 4 de Vizcaya. de fecha 13 de febrero de 1985.
en autos a su instancia seSUidos contra el Instituto Nacional de la
Seguridad Social (I.N.S.S.) y su Teooreria Gen....!. sobre reclama·
ción de incremento del 20 por 100 de la ~sión de invalidez
pennanente tota!. Ha comparecido el Mmisterio Fiscal y el
I.N.S.S., representado por el Procurador de los Tribunal.. don
Carlos de Zulueta Cebrián, asistido del Letrado don Emilio Ruiz
Jarabo Ferrán, y ha sido Ponente el Magistrado don Fernando
García·Mon y González Reguera!, quien expresa el parecer de la
Sala.

I. ANTECEDENTES

1. Por eocrito que tuvo' entrada en este Tribunal el 21 de
marzo de 1986, la Procuradora de los Tribunales doña Esther
Rodríguez Pérez, en nombre de dODa Josefa de Diego Garcia,
interpuso recurso de amparo contra la Sentencia dictada por la
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Ma¡iitratura de Trabajo núm. 4 de Vizcaya, por la que, desesti­
mando la demanda sobre incremento del 20 por 100 de la pensión
de incapacidad permanente total de la que es beneficiaria la aetora,
absolvió de aquella al I.N.S.S. y a la Tesareria General de la
Seguridad Social.

La demanda de amparo se basa en los siauientes bechos y
fundamentos:

a) La actora fue declarada afecta de incapacidad pennanente
total oon derecho a percibir una pensión vitalicia del 55 por lOO de
su base resuIadora, con efectos al 27 de mayo de 1983. Con fecha
16 de febrero de 1984, solicitó de la Dirección Provincial del
I.N.S.S. el incremento de la pensión en el 20 por 100 de la base
resu1adora, de conformidad con los arts. -<lice la solicitud de la
actora- «1l.4 de la Ley 24/1972,136.2,2.°, de la Ley General de la
Seauridad Social, Y 14 de la Constitución Española». La solicitud
fue deneaada llOl' resolución de la Dirección en Vizcaya dell.N.S.S.
que se acompada como documento núm. 2, en la que se dice:
«... que no cumple con los requisitos exigidos en el arto 6 del
Decreto de 23 de junio de 1972, que desarrolla lo preceptuado en
el arto 11.4 de la Ley 24/1972, de 21 de )unio~. Contra esta
resolución se interpuso la reclamación preV18 ante la Dirección
Provincial del I.N.S.S.• alegando: «que el precepto re¡lamentario
que impone el requisito mínimo de la edad de 55 años, y el
Instituto al squir tal criterio, infringe la Constitución por cuanto
se dispensa un trato distinto en razón de la edad, carente de
justificación, y se infringe el principio de jerarquía nonnativa». La
reclamación desestimada por resolución de 15 de junio de 1984
«por no tener cumplida la edad de 55 años en la fecha del hecho
causante>to.

b) Con fecha 13 de junio de 1984, la actora presentó demanda
ante la Magistratura de Trab\io, inistiendo «en la inconstitucionali­
dad del Decreto 1646/1972, de 23 de junio, que impone el requisito
de los 55 años, por infracción de los principios de interdiCCIón de
la discriminación por razón de edad Y de jerarquía normativ3»,
solicitando por ello el incremento de la pensión .. La demanda
turnada a la Magistratura de Trabllio núm. 4 de Vizcaya, fue
desestimada por la sentencia objeto de este recurso de amparo.

c) La demanda de amparo se funda en lo siguiente: La razón
del incremento de pensión solicitado por la actora, es la de atender
situaciones de quienes no estando incapacitados para toda profe­
sión u oficio, sus posibilidades de obtención de rentas de trabl\io,
una vez declarados afectos de incapacidad pennanente total, son
escasas y dificiles y de ahí que la ley establezca este incremento y
detennine los criterios para presumir la dificultad de obtener
empleo (<<oo. cuando por su edad, falta de preparación general o
especializada y circunstancias sociales y laborales del lugar de
residencia oo.~), art. 132.2 de la Ley General de la Seguridad social.
«Por ello --dice la recurrente-, al no tratarse de una prestación que
tiene su fundamento en la edad, sino en la dificultad de recoloca­
ción, la exigencia del requisito de tener cumplida la edad de 55 años
es discriminatoria para todos aquellos menores de tal edad que, en
una consideración global de la situación, se les presenta dificultad
de enoontrar empleo en profesión distinta de la que es habitual,
porque se les priva de un derecho en razón, exclusivamente, de su
eda~. A ello añade la recurrente que el citado requisito no se ha
establecido por el legislador, sino por via reglamentaria «con
contravención del criterio de la norma con rango de Ley».

Por todo ello, solicita se le oto.....e el amparo, se anule la
Sentencia recurrida, y «se restablezca a la recurrente en el disfrute
del derecho a la i¡ua1dad ante la ley sin que prevalezcan discrimina­
ciones por razón de edad, declarando su derecho a percibir el
incremento del 20 por 100 de la base reguladora de la pensión que
por Invalidez Permanente en arado de I.P. Total tiene reconoci~.

2. Por I'rovidencia de 16 de abril de 1986, la Sección Tercera
de la Sala segunda acordó admitir a trámite la demanda y de
confonnidad con el arto 51 de la Ley Or¡ánica del Tribunal
Constitucional (WTC), requerir a la Magistratura de Trabajo núm.
4 de Vizcaya la remisión de los autos 1.029184, interesando el
emplazamiento de quienes hubiesen sido parte en el procedi­
miento, con excepción de la recurrente en amparo ya personada, a
fin de que en el plazo de diez dlas puedan comparecer en este
proceso constitucional.

Con fecha 13 de mayo de 1986 se recibieron los autos de la
Magistratura y por escrito de esa misma fecha compareció ante este
Tri6unal el Procurador de los Tribunales don Carlos de Zulueta
Cebrián, en nombre y representación del Instituto Nacional de la
Seauridad Social, parte demandada en el proceso laboral, solici·
tanda se le tuviera llOl' comparecido como parte recurrida en este
recurso de amparo.

Por providencia de 21 de mayo de 1986, se tuvieron por
recibidas las actuaciones y por parte en este proceso al Procurador
de los Tribunales don Carlos de Zulueta Cebrián, en nombre del
I.N.S.S., y de conformidad oon el art. 52 de la WTC se dio vista
de las actuaciones por un plazo común de veinte d1as al Ministerio
Fiseal y a los Procuradores de las partes, para que dentro de dicho
támino presenten las alegaciones que a su derecho convengan.

3. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, por escrito
presentado el 13 de junio de 1986, tras exponer los antecedentes
del caso y la pretensión actora, con cita de doctrina de este
Tribunal, entiende que el problema que se suscita carece de
connotaciones constitucionales, porque la decisión desfavorable a
los intereses de la actara 4<00 vulnera el principio de igualdad, pues
corresponde a la jurisdicción ordinaria decidir acerca de la aplica­
ción de la norma. Y si, en el ejercicio de su exclusiva competencia,
se ha entendido por aquella que la mejora de la pensión de
invalidez total pennanente requiere cumplir la edad de 55 años en
momento anterior a la declaración del estado de invalidez, tal
criterio interpretativo no puede ser corregido en via de amparo»),

y en cuanto a la alegación de que el requisito de la edad no se
ha establecido por el legislador, sino por via reglamentaria con
contravención del criterio de la norma con rango de Ley, entiende
el Ministerio Fiscal que, además de no anudarse tal alegación a la
vulneración de derechos fundamentales, a los que en este extremo
ni siquiera alude la demanda, carece de sentido jurídico «porque
basta leer el ano 136.2, 2.·, de la L.O.S.S. para darse cuenta que
dicha ley ya prev~ el requisito de la edad como uno de los
necesarios para obtener el incremento de la pensión que reglamen­
tariamente se determine, cuando por su edad... 't es el Decreto
1646/1972 el que fija en 55 años (art. 6.2»>. Solicita por ello el
Ministerio Fiscal sentencia denegando el amparo que se solicita.

4. La re~ntaciónde la recurrente, por escrito presentado el
21 de junio de 1986, insistió en 10 argumentado en la demanda de
amparo, haciendo las siguientes alegaciones en favor de su estima­
ción: 1. Afirma que la negativa del incremento de pensión pOr
ella solicitado se basa exclusivamente, tanto en las resoluciones
administrativas como en la judicial, en la única causa de no reunir al
tiempo de causar la pensión el reqUISIto de la edad mínima de 55
años establecido por el art. 6 del Decreto 1.346/1972. de 23 de
junioi 2.' Cita jurisprudencia de este Tribunal relacionada con el
prinCIpio de igualdad, según la cual, se vulnera este principio
cuando la desigualdad está desr.0vista de una justificación objetiva
y razonabJe en relación con a finalidad y efectos de la medida
adoptada, debiendo darse una proporcinalidad ante medios y
finalidad que no concurre si el factor diferencial no es necesaario
para la protección de bienes y derechos buscado por el legislador,
Sentencias de 22 y 23 de noviembre de 1983); 3.' Analiza la
recurrente en esta alegación, la finalidad del incremento de la
pensión, cuya denegación motiva este recurso de amparo, y
entiende que responde al perfeccionamiento y mejora de las
prestaciones de la Seguridad Social, analizando los distmtos grados
de invalidez establecidos cuando entró en vigor la Ley 24/1972
-incapacidad permanente parcial, total, absoluta y gran invalidez-,
y entiende que el incremento de pensión de la incapacidad
permanente total responde a la necesidad de compensar a quienes,
afectados de esta invalidez, por determinadas circunstancias tienen
mayores dificultades para iniciar el desempeño de una nueva
actividad en el mercado de tra~o. que hace ilusoria o teórica la
posibilidad, que caracteriza este grado de invalidez, de realizar un
trabajo distinto al de la profesión habitual; 4.' Con base en estos
antecedentes y en la finalidad a que responde el incremento de la
pensión de invalidez permanente total, plantea la recurrente como
cuestión a resolver en este recurso, «detenninar la adecuación a la
Constitución del elemento diferenciador inte~esto» por .el art. 6.2
del Decreto 1646/1972, es decir, haber eumphdo cincuenta y cinco
años al tiemp"o de causar la pensión para obtener el incremento de
la misma; 5.' Entiende en la alegación quinta que la edad, lo
mismo que las demás circunstancias señaladas en la Ley 24/1972
responden a dicha finalidad como presunción iuris lantum o como
criterios anunciativos de una mayor dificultad para encontrar un
nuevo trabajo, pero que, establecida la edad de haber cumphdo
cincuenta y cinco años como requisito necesario para la concesión
del incremento, según lo dispuesto por el arto 6 del Decreto
1346/1972, entraña la infracción que se denuncia del arto 14 de la
Constitución, pues convierte la edad en un factor discriminatorio
no justificado por la finalidad perseguida por el legislador. Alude la
recurrente, hnalmente, a que, 4CAdemás de la infracción del princi~

pio de igualdad, única cuestión en que se basa el presente amparo»,
no se puede omitir que el arto 6.2 del Decreto 1646/1972
vulnera la legalIdad ordinana. porque el arto 11.4 de la Ley de
Financiación y Perfeccionamiento de la Squridad Social, refun~

dido en el arto 136.2 de la L. O. S. S., sólo remilla al Reglamento
la deteminación del porcentaje del incremento y no los requisitos
para la concesión del mismo.

Por todo ello y pol'll,ue la única causa de la denegación del
incremento solicitado es lJt1procedente, solicita la estimación de la
demanda de amparo.

5. La representación dell.N.S.S. por escrito presentado el 23 de
junio de 1986, se opone al recurso de amparo en virtud de las
siguientes alegaciones: Después de señalar en fonna sucinta los
antecedentes del caso expuestos por la actora y el fundamento de
su pretensión, entiende que de los razonamientos que se contienen
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en la demanda de amparo. tan sólo comparte el relativo a la
finalidad a que responde el incremento de la pensión de los
afectados por invalidez permanente total. Este grado de invalidez
impide a quien la padece desempeilar las tareas fundamentales de
su profesión habitual (arl 135.4 de la L.G.S.S.l, «10 que no excluye,
sino que afirma por no negarlo y a la vista del pámlfo siguiente del
citado precepto, que el trabajador está capacitado para realizar
otros trabajos. De ahí que la prestación económica corres~n­
diente, se eonfiJUre como un resarcimiento parcial de su capaCIdad
de ganancia, fijando la cuantia de la pensión en el 55 por 100 de
su base reguladora». Ahora bien, añade la representación del
I.N,S.S., esta posibilidad de realizar otro trabajo puede resultar más
dificil o limitada por detenninadas circunstancias concurrentes en
el afectado que seila1a así el arto 136.2 de la L.G.S.S.; Edad,
preparación general o especializada del trabajador y circunstancias
del mercado de trabajo en su lugar de residencia. Y cuando a la
invalidez permanente total declarada se unen estas dificultades,
estos inconvenientes se compensan, incrementando en UD 20 por
100 de la base reguladora la pensión resultante, distinción que es
absolutamente razonable porque todos los requisitos extgidos
representan obstáculos reales ~ la obtención de un nuevo
empleo. La norma tiene, pues, Justificación y por ello, por no ser
una distinción carente de razón, no se da la discriminación
denunciada en el recurso de amparo.

Examina, finalmente, el I.N.S.S, el fundamento alegado por la
recurrente de que el desarrollo reglamentario del arto 136.2 de la
L.G.S.S., contraviene el criterio legal establecido en dicho precepto
y entiende que. además de no darse dicha contradicción. el
argumento no es susceptible de invocarse en un recurso de amparo,
en el que solamente puede traerse a colación los arts. 14 a 29 de la
ConstItución y en ninguno de estos preceptos se hace consideración
alguna del principio de jerarquía normativa invocado en el recurso.

Solici ta por todo ello Sentencia por la que no se dt lugar al
amparo solicitado.

6. Por providencia de 15 de julio de 1997 se acordó seila1ar
para deliberación y votación de este recurso el día 22 del mismo
mes y año.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

l. El recurso de amparo. si bien se interpone formalmente
contra la Sentencia de la Magistratura de Trabajo núm. 4 de
Vizcaya, de fecha 13 de febrero de 1985, se dirige también, según
resulta de la demanda y del posterior escrito de alegaciones, contra
el arto 6 del Decreto 1646/1972, de 23 de junio, que establece como
uno de los requisitos necesarios para que se otorgue el incremento
de pensión solicitado por al actora, el de haber cumplido la edad
de cincuenta y cinco años al tiempo del hecho causante de la
prestación; contra las resoluciones administrativas de la Seguridad
Social que, por aplicación de la Ley General de la Seguridad Social
~n relación con el citado precepto, denegó a la solicitante el
Incremento del 20 por 100 por ella pretendido y contra la Sentencia
de la Magistratura de Trabajo que desestimó la demanda de la
recurrente en amparo, vulnerando -según ella- el art. 14 de la
Constitución y el principio de jerarqufa normativa por ser una
disposición reglamentaria la que introdl\io el requisito de la edad
de cincuenta y cinco ados que no se hallaba determinada así por la
Ley General de la Seguridad Social que desarrolla el Reglamento.

Delimitada asila cuesti6n planteada en el recuno de amparo, hay
que excluir del mismo la impu¡nación que se Iw:e en ti del art. 6
del Decreto 1646/1972, porque lo que realmente combate el recurso
es el acto concreto de aplicación que de dicho precepto
hacen las resoluciones administrativas recurridas y la Sentencia que
las confinna. La recurrente mantiene que tal aplicación es contraria
al principio de jerarquía normativa consagrado por el arto 9.3 de la
Constitución, precepto que, con arreglo al arto 53.2 de la C.E. y 41.1
de la LOTC, no es susceptible del recurso de amparo que está
limItado a los derechos y libertades reconocidos en los arts. 14 a 29
de la Constitución f a la objeción de conciencia reconocida en el
artículo 30 de la misma.

Queda así reducida la cuestión planteada en este recurso a
determinar si la denegación a la actora, afecta de una incapacidad
permanente total para su profesión habitual, del incremento de
pe.n~ión por ella solicitado con base en una mayor dificultad para
Iniciar una nueva actividad laboral, entraña o no la vulneración del
principio de igualdad en que funda la recurrente su demanda.

2. En la resolución de la Delegación Provincial en Vizcaya del
I.N.S.S., aportada por la recurrente como documento núm. 2 de los
presentados con el recurso, se deniega a la solicitante el incremento
del 20 por 100 sobre la base r"llulado", de la pensión de
Incapacidad Permanente Total 'lue llene reconocida, por las dos
razones que se exponen así en dicha resolución: porque «no tenía
cumplida la edad de cincuenta y cinco años en la fecha de
declaración, de la Incapacidad Permanente Total, reconocida el 27
de mayo de 1993», y porque ...0 se la puede considerar como falta

de preparación general o especializada, ni afecta de circunstancias
sociales y laborales del lugar de residencia, ni se le presume
dificultad de encontrar empleo en actividad distinta a la que le era
habitual». Por ello y «dado que no cumple los requisitos exigidos
en el arto 6 del Decreto de 23 de junio de 1972, que desarrolla lo
preceptuado en el arto 11, núm. 4, de la Ley 24(1972, de 21 de
Junio», se desestima su solicitud.

Contra esta resolución que decidió en la forma indicada y por
las razones expuestas su solicitud inicial. interpuso la actual
recurrente en amparo la reclamación previa ante el I.N.S.S. v
desestimada ésta, la demanda ante la Magistratura de Trabojo núm.4
de Vizcaya. Tanto en una como en otra reclamación, la base de
su pretensión la centró en combatir la aplicación al caso del
requisito de la edad de cincuenta y cinco años que no habia
cumplido, por entender que tal eXIgencia reglamentaria no se
hallaba contenida con esa precisión en la Ley aplicable, y entra·
ñaba. además, una discriminación por razón de la edad Que
resultaba contraria al principio de igualdad consagrado por el art. 14
de la Constitución. Prescindió, pues, en sus reclamaciones
previa y judicial, lo mismo que hace ahora en el recurso de amparo,
de las otras razones por las que, además de la edad, se le denegó
su solicitud de incremento de la pensión y en lugar de alegar y
acreditar, en su caso, que concurrian en ella las demás circunstan­
cias de dificultad para iniciar y encontrar un nuevo trabajo distinto
al de su profesión habitual para el que estaba incapacitada, prefirió
limitar la cuestión al requisito de la edad apreciado también por la
resolución inicial del expediente administrativo.

Pues bien. bastaría esta circunstancia para desestimar la
demanda de amparo, porque el requisito de la edad no es el único
detenninante de la denegación deltncremento de pensión, según la
resolución administrativa inicial del expediente; y como esta
resolución es la Que orillina la supuesta violación de los derechos
reclamados por la recurrente, puesto que, conforme al arto 43.1 de
la LOTC, la reclamación ante la MaglStratura de Trabajo cumple
la finalidad de ""gotar la via judicial procedente» a que se refiere
dicho precepto, SIO que sea Imputable a la sentencia «de modo
inmediato y directo» la vulneración denunciada en el recurso, es
obvio que la citada resolución administrativa, fntegramente consi­
derada, no vulnera ni afecta a ningún derecho constitucional que
haya de preservarse o restablecerse a la recurrente. Porque aunque
afectara al derecho de igualdad del arto 14 de la Constitución el
requisito de la edad -que, como seguidamente veremos, no le
afecta- se mantendrían las demás causas apreciadas por la resolu­
ción administrativa para desestimar la solicitud de la actora. Y
como éstas no han sido impugnadas por la recurrente, carecería de
finalidad, en todo caso, el tema de constitucionalidad por ella
planteado, omitiendo las demás circunstancias concurrentes en el
caso.

3. Pero es que, además, prescindiendo de lo razonado en el
fundamento anterior y abordando el problema desde el án~u1o en
que se plantea por la.actora. no se da la infracción del prinCipio de
igualdad en que se basa su demanda Considera la demandante que
no es razonable utilizar la edad como factor diferenciador para
otorgar o no el incremento de pensión a los que -como ella-,
declarados incapaces en grado de invalidez pennante total para su
profesión habitual. por no haber cumplido cincuenta y cinco años
se les denieaa el incremento y se les sitúa, por tanto, en peor
condición que 'a los beneficiarios que hayan cumplido dicha edad.

No puede acogerse esta argumentación. El art. 136.2 de la
L.O.S.S. introduce el incremento de pensión en la llamada por la
doctrina 4<ÍnvaJidez permanente total cualificada», atendiendo no
sólo a la capacidad lisiea residual (la tenida en cuanta para
determinar el grado de invalidez pennanente total para la profesión
habitual), sino también a otros factores que, añadidos a aquella,
entrañan una mayor dificultad real en la posibilidad de iniciar una
nueva actividad laboral. Y para compensar esa mayor dificultad en
la 4<capacidad de ganancia», se señalan en el citado precepto unas
circunstancias (edad, falta de preparación general o especializada y
circunstancias sociales y laborales del lugar de residencia) que, por
derivarse de ellas la presunción de esa mayor dificultad, ha tenido
en cuenta el lepslador para el otoflBmiento del incremento de
pensión. Prescnbir estas circunstanctaS no es, en modo alguno,
discriminar a quienes no las tengan, sino compensar a quienes las
padecen para que su situación de capacidad laboral se aproxime a
la de aquellos. No hay, pues, infracción del principio de igualdad
en la Ley, por lo establecido en el citado precepto, sino que la
finalidad del mismo responde y respeta dicho pnncipio.

Despejada la constitucionalidad de precepto legal, resta por
examinar si la determinación reglamentaria. a la que se remitía la
Ley, de fijar en cincuenta y cinco ados la edad que sin precisión
concreta establecia el art. 136.2 de la L.G.S.S., incide en la
desigualdad denunciada por la demandante, La contestacíón ha de
ser negativa. El Reglamento, habilitado legalmente para ello, no ha
establecido un límite desproporcionado que lesione derechos de los
benenficiarios, sino que, posiblemente atendiendo condiciona·
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mientos financieros, ha concretardo en dicha edad aquella que la
Ley preveía, juntamente con otras circunstancias que se mantienen,
como determinante de una mayor dificultad para encontrar nuevo
trabajo. El Reglamento no altera, pues, como ~ sostiene en el
recurso, el ..píritu y finalidad de la LG.S.S., Slno .que, mante­
niendo lo establecido en ella. concreta una de las etrcunstanC18S
Que, juntamente CC?n las demás, pueden pr~ucir ~l efecto de
incrementar la penSIón de los afectados por la mcapacJ(lad a que la
norma se refiere. Desde la perspectiva del principio de igualdad no
vulnera, pues. el Reglamento lo establecido en el articulo 14 de la
Constitución, por las mismas razon.. expu..tas respectO del art. 136.2
de la L.G.S.S. que le SlrVe de base .

En la interpretación que, siguiendo la jurisprudencia del Tnbu­
nal Supremo, la Sentencia recurrida ha hecho en este caso del arto
6 del Reglamento, no puede entrar el Tribunal Constitucional. Es
un problema de legalidad ordinaria que corresponde resolver a los
órpnosjudiciales de conformidad con lo dispuesto en el ano 117.3
de la Constitución.

18638 Sala Segunda. Recurso de amparo núm. 484/86.
Sentencia núm. 138/1987, de 22 de julio.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compu..ta por
doña Gloria Begué Cantón, Presidenta; don Angel Latorre Segura,
don Fernando García-Mon y González Reguera!, don Carlos de la
Vega Benayas, don J..ús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 484/86, interpuesto por la
Procuradora de los Tribunal.. doña Soledad Urzaiz Moreno,
designada de oficio para la representación de don Antonio Cano
Gómez, don Ramón Cano Blanco, don Manuel Cano Gómez y don
Andrés Ruiz Blanco, bajo la dirección del Letrado don Felipe
Moreno Aguilar, también designado de oficio, contra la Sentencia
dictada por el Juzgado de Instrucción de Cazorla, de fecha 22 de
noviembre de 1985, y la de la Audiencia Provincial de Jaén de II
de abril de 1986 desestimatorla del recurso de apelación interpu..to
contra aquella. Ha comparecido el Ministeno Fiscal y ha sido
ponente el Magistrado don Fernando García-Mon y González
Regueral, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Por escrito presentado en el Tribunal el 12 de mayo de
1986, los solicitantes de amparo pidieron al Tribunal el nombrap

miento de Abogado y Procurador de oficio, para interponer recurso
de amparo contra las Sentencias de 22 de noviembre de 1985 y 11
de abril de 1986 dietadas, respectivamente, por el Juzgado de
Instrucción de Cazorla y la Audiencia Provincial de Jaén, en virtud
de las cuales fueron condenados por un delito del art. 42.1, e), de
la Ley de Caza. Hacían constar en el escrito, y así consta en las
copias de las Sentencias aportadas, que hablan tenido en la vía
judicial el beneficio de justicia gratuita.

2. La Sección Tercera, por providencia de 11 de junio de 1986,
acordó librar las oportunas comunicaciones para lB: designación,a
los solicitantes de Abogado y Procurador de OfiClO. El Consejo
General de la Abogacía, por escrito de 1 de julio de 1986, designó
a los Letrados don Felipe S. Moreno Asuilar y don Ricardo Moreno
Amador Dávila, en primero y segundo lugar, para la defensa de los
recurrentes. Y el Colegio de Procuradores, por su parte, designó a
la Procuradora de los Tribunales doña Soledad Urzaiz Moreno.

Por providencia de 16 de julio de 1986, se tuvieron por hechas
las citadas designaciones y se acordó requerir a la Procuradora para
que bajo la dirección del Letrado desw>ado en primer lugar
formalizara la demanda en término de vemte días.

3. Por escrito presentado el 8 de agosto de 1986, la Procura­
dora doña Soledad Urzaiz Moreno formalizó la demanda en
nombre de los recurrentes, blijo la dirección del Letrado don Felipe
Moreno Aguilar. En ella se exponen, en síntesis, los siguientes
hechos y fundamentos:

a) El Juzgado de Instrucción de Cazorla por Sentencia de 22
de noviembre de 1985 recalda en el procedimiento 17/85 de la L.O.
10/1980, condenó a los solicitantes del amparo a la pena de 5.000
pesetas de multa y privación de la licenc18 de caza o derecho a
obtenerla por dos años, como autores de un delito del art. 42.1, e),
de la Ley de Caza.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTlTU­
OON DE LA NAOON ESPANOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por la Procuradora
de los Tribunales doña Esther Rodríguez Pérez, en nombre de doña
Josefa de Dit$o García, contra la Sentencia dictada por la Magistra­
tura de TrabBJo núm. 4 de Vizcaya, de fecha 13 de febrero de 1985.

Publiqu.....ta Sentencia en el «Boletln Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintidós de julio de mil novecientos ochenta
y siete.-Gloria Be8ué Cantón.-Angel Latorre Seaura.-Femando
Garcia-Mon y González Resueral.-Carlos de ra Vega Bena­
yas.-JesÚs Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Firmados y rubrica­
dos.

Como hechos probados la Sentencia estableció Que: «el
día 23 de enero de 1985, los acusados se introduje­
ron, sobre las diez treinta horas, en el Coto Privado de
Caza, llamado Valdocortijos, del que es titular Manuel
Rojas Rojas, situado en el término municipal de Peal de
Becerro con el objeto de practicar la caza, provistos de
cinco perros de la raza Galga, habiendo obtenido como
fruto de la caza una liebre, va!orada en 1.500 pesetas, a
cuya indemnización ha renunciado el perjudicado»

precisándose en el fundamento primero que el terreno estaba
sometido a régimen cinegético es~cial y que los acusados entraron
en el mismo sin el debido permISO.

Interpuesto recurso de apelación la Audiencia Provincial de
Jaén por Sentencia de 11 de abril de 1986 -rollo 29/86- desestimó
el recurso y confirmó la apelada.

b) Contra dichas Sentencias se formula el presente recurso de
amparo en el que, con invocación del arto 25.1 de la Constitucit.?n,
se razona lo siguiente: Los hechos no son constitutivos del dehto
por el que se ha condenado a los recurrentes, pues cuando la ley de
caza se refiere a artes o medios prohibidos para la caza, no
contempla los perros, toda vez que su utilización no está prohibida
y es un medio que está expresamente admitido, hasta el punto Que
la propia Ley lo protege en el art. 28, 10 mismo que el Reglamento
en el arto 30. Por tanto, entiende el recurso que se ha aplicado
indebidamente la ley y se ha vulnerado el arto 25.1 de la
ConstitUCión, que consa¡ra el principio de que nadie puede ser
condenado o sancionado por acciones U omisiones Que en el
momento de producirse no constituyan delito según la .Iegislació~
vigente. Solicita por todo ello la nultdad de las SentencIas recum­
das.

. 4. Por providencia de 24 de sel?tiembre de. 1986, se. tuvo por
formalizada la demanda y se admlUó a trámite, requInendo al
Juzgado de Instrucción de Cazarla y a la Audiencia Proyincial de
Jaén para que remitieran al Tribunal las actuaciones y se emplazara
a Quienes hubieran sido parte en el proceso, a excepción de los
recurrentes en amparo, para que si les conviniere se personaran en
término de diez días en este procedimiento constitucional.

Recibidas las actuaciones y no personada en este Tribunal
ninsuna otra parte, la Sección acordó, por providencia de 15 de
octubre de 1986, dar vista a las mismas al Ministerio Fiscal y a la
representación de los recurrentes para que en término de veinte
días formularan las alegaciones previstas en el arto 52.1 de
la LOTe.

5. El Ministerio Fiscal, por ..mto presentado el 13 de
noviembre de 1986, hizo constar en primer lugar en sus aleg~ciones
que, según resultaba de las actuaciones, no se babía cumphdo por
los recurrentes el requisito exigido por el ano 44.1, cl, de la LOTC,
es decir haber invocado formalmente en el proceso el derecho
constitu~ional vulnerado, tan pronto como, una vez conocida la
violación, hubiere lugar para ello. En la apelación conocian ya los
condenados la supu..ta vulneración que ahora invocan del ano 25.1
de la Constitución y, J?CSC. a ello, nada hiciero~ constar respecto de
dicho derecho consUtuclona! y, dada la IDlJ?OrtaDCla de este
requisito en razón de la naturaleza subsidiaria del recurso de
amparo, solicita que esta causa de inadmisión en que incurre la
demanda, opere como causa de desestimación de la misma, citando
al efecto la Jurisprudencia del Tribunal que así lo viene declarando
con reiteración.

En cuanto al fondo del asunto, entiende el Ministerio Fiscal que
el problema planteado no guarda relación alguna con el ano 25.1 de
la ConstituC1ón, puesto que el principio nullum crimen sine lege
que consagra dicho precepto constitucional no ha sido vulnerado.


